Ricardo Antonio Flórez Cano Vs Megabús S.A. Rad. 66001-31-05-001-2017-00066-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 6 de noviembre de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-001-2017-00066-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Ricardo Antonio Flórez Cano 

Demandados:

Megabús S.A. 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / INTERMEDIACIÓN LABORAL / FACULTADES EXTRA Y ULTRA PETITA / NO LAS TIENE EL JUEZ DE SEGUNDA INSTANCIA / SENTENCIA C-662 DE 1998 / CASO MEGABÚS.
El artículo 50 del C.P.T. y de la S.S. prevé que el juez podrá ordenar el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones distintos de los pedidos, cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en juicio y estén debidamente probados, o condenar al pago de sumas mayores que las demandadas por el mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a las que corresponden al trabajador, de conformidad con la ley, y siempre que no hayan sido pagados.

Dicha facultad, de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en la sentencia C-662 de 1998, fue otorgada por el legislador a los jueces de única y primera instancia laboral, lo que impide que los falladores de segundo grado emitan sentencias condenatorias con base en las facultades extra y ultra petita, entre otras cosas porque de hacerse así, se vulneraría el legítimo derecho de defensa de la parte demandada…
… existe un indicio de que los servicios prestados por el señor Ricardo Antonio Flórez Cano a favor del sistema integrado de transporte masivo, no lo fueron a través de la titular del mismo, pues esa operación se la entregó a la sociedad Promasivo S.A. cuando suscribieron el referenciado contrato de concesión 01 de 2004; correspondiéndole en consecuencia al demandante demostrar que los servicios por él prestados como operador de bus alimentador, los hizo directamente con la sociedad Megabus S.A. (…)
Tampoco resulta procedente entrar a analizar una posible condena en contra de Megabus S.A. como posible beneficiaria de los supuestos servicios prestados por el actor a favor de la concesionaria Promasivo S.A. bajo el amparo del artículo 34 del CST, ya que para -que- ello aconteciera, necesario era que el accionante dirigiera adecuadamente sus pretensiones, esto es, solicitando la responsabilidad solidaria de Megabus S.A. en los términos previstos en la Ley, sin embargo, como ello no ocurrió así, no es factible abordar esa temática, ni siquiera bajo las facultades extra y ultra petita conferidas en el artículo 50 del CPT y de la SS, ya que como se consignó previamente, esa prerrogativa no le fue otorgada por el legislador a los jueces de segunda instancia…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Hoy, seis de noviembre de dos mil diecinueve, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por el señor RICARDO ANTONIO FLÓREZ CANO en contra del auto que negó el decreto de una prueba documental dentro de la audiencia de trámite y juzgamiento celebrada el 9 de mayo de 2019 y de la sentencia proferida en esa diligencia por parte del Juzgado Primero Laboral del Circuito, dentro del proceso que le promueve a la sociedad MEGABUS S.A. y al que fueron vinculadas como llamadas en garantía SI 99 S.A., LÓPEZ BEDOYA Y ASOCIADOS & CIA S EN C. y LIBERTY SEGUROS S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2017-00066-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Ricardo Antonio Flórez Cano que la justicia laboral declare la existencia de un contrato de trabajo entre él y Megabús S.A. entre el 29 de enero de 2008 y el 25 de noviembre de 2015 y con base en ello aspira que se le cancelen una serie de emolumentos que detalla en la demanda, así como las sanciones moratorias de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del CST, la indemnización por la terminación unilateral del contrato de trabajo y las costas procesales a su favor.

Refiere básicamente que: Prestó sus servicios entre las calendas señaladas anteriormente a favor del sistema integrado de transporte masivo, del cual hacían parte Promasivo S.A. y Megabus S.A.; se encontraba bajo la continuada dependencia y subordinación de estas entidades, debido a que era la primera a quien le prestaba sus servicios y por ende quien programaba las actividades, horarios y carga de trabajo, con base en las directrices trazadas por Megabus S.A.; detalla cuales eran las sumas que integraban mensualmente su salario, para a continuación expresar, que al finalizar sin justa causa su contrato de trabajo, se le quedaron adeudando una serie de prestaciones económicas que aún no le han sido reconocidas, a pesar de elevar reclamación administrativa a la entidad demandada el 27 de agosto de 2015, la cual fue respondida negativamente el 6 de octubre de 2015; el 10 de enero de 2016, Promasivo S.A. expidió colilla de liquidación del contrato Nº 791 en la que reconoce adeudarle la suma de $27.798.609; el 20 de enero de 2016 presentó solicitud de reconocimiento de créditos ante la Superintendencia de Sociedades, salvaguardando el derecho de acudir a la vía ordinaria.

Al contestar la demanda –fls.55 a 74- Megabus S.A. después de señalar que no fungió como empleador del señor Flórez Cano y de afirmar que Promasivo S.A. en su condición de concesionario del sistema integrado de transporte masivo operó con autonomía e independencia en la contratación de sus trabajadores para la ejecución del contrato de concesión Nº 01 de 2004; aceptó únicamente haber recibido la reclamación administrativa y haberle dado respuesta negativa. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Prescripción”, “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Buena fe”.

En escritos adjuntos -fls.81 a 111-, solicitó que fueran llamadas en garantía SI 99 S.A., López Bedoya y Asociados & Cía. S en C. y Liberty Seguros S.A.
López Bedoya y Asociados & Cía. S en C. dando respuesta al libelo introductorio  y al llamamiento en garantía –fls.123 a 154- se opuso a las pretensiones de ambas, lo que la llevó a formular las excepciones de mérito que se encuentran relacionadas en dichos escritos.

SI 99 S.A. dio también respuesta a la demanda y al llamamiento en garantía en documentos visibles a folios 173 a 233 del plenario, incluyendo las excepciones de fondo que quiere hacer valer.

Liberty Seguros S.A. contestó la demanda y el llamamiento en garantía -fls.236 a 257- oponiéndose a las pretensiones del primero y ateniéndose a lo que resulte probado frente al segundo, pero en todo caso proponiendo excepciones de mérito frente a ambas, las que se encuentran debidamente relacionadas.

Después de adelantarse la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y de la SS el 21 de mayo de 2018, en donde, entre otros actos procesales, se decretaron las pruebas solicitadas por las partes y las de oficio estimadas por la a quo; el apoderado judicial de la parte actora por medio de escrito de 7 de marzo de 2019 –fls.337 a 339- solicitó que se decretara como prueba la incorporación de los documentos visibles a folios 340 a 374 del expediente.
En la audiencia de trámite y juzgamiento, la falladora de primera instancia resolvió la solicitud probatoria elevada por la parte actora, manifestando que la misma resultaba impertinente por cuanto los documentos allegados tratan sobre la graduación y calificación de créditos emitida por la Superintendencia de Sociedades frente a una empresa respecto de la cual no se dirigen las pretensiones de la demanda, por lo que en nada inciden en la resolución del problema jurídico principal planteado en el proceso consistente en si existió o no una relación laboral entre el señor Ricardo Antonio Flórez Cano y Megabus S.A.
Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación manifestando que la prueba documental debe ser decretada ya que su valoración incide en la resolución de la litis planteada por el señor Flórez Cano en contra de Megabus S.A., al punto que en ese documento Promasivo S.A. acepta la deuda que tiene con el accionante, la cual debe ser asumida por la sociedad demandada.
Continuando con el trámite de la diligencia, el Juzgado de Conocimiento profirió sentencia concluyendo que el señor Ricardo Antonio Flórez Cano no demostró la prestación personal del servicio a favor de Megabus S.A., sosteniendo que las pruebas allegadas al proceso muestran que quien muy probablemente actuó como supuesto empleador fue Promasivo S.A., pues de acuerdo con el contrato de concesión Nº 01 de 2004, fue esta la entidad a la que Megabus S.A. le entregó la operación del sistema integrado de transporte del área metropolitana centro occidente; razones que la llevaron a negar la totalidad de las pretensiones de la demanda, aclarando que al no haberse dirigido pretensiones encaminadas a que se reconociera una relación laboral con Promasivo S.A. de la que fuera solidariamente responsable Megabus S.A., imposible resultaba abordar esos temas.
En desacuerdo con la decisión, el apoderado judicial del señor Ricardo Antonio Flórez Cano argumentó que si bien es cierto en la demanda se dirigieron las pretensiones en contra de Megabus S.A. en calidad de empleador, ello obedeció a que Promasivo S.A., quien operó como verdadero empleador del accionante, cerró su proceso de liquidación en el año 2016, por lo que no era posible dirigir las pretensiones en contra de ella, por lo que, siendo responsable solidaria Megabus S.A. como ya ha tenido la oportunidad de definirlo la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, considera que se encuentran dadas las condiciones para que en este caso se condene a la empresa demandada a reconocer las acreencias laborales que le adeuda Promasivo S.A.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Es dable acceder a la petición elevada por la parte actora el 7 de marzo de 2019 consistente en decretar como prueba los documentos visibles a folios 340 a 374 del expediente?

¿Resulta viable responsabilizar a Megabús S.A. por las acreencias laborales cuyo pago reclama el señor Ricardo Antonio Flórez Cano en el presente trámite?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

FACULTADES EXTRA Y ULTRA PETITA. 

El artículo 50 del C.P.T. y de la S.S. prevé que el juez podrá ordenar el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones distintos de los pedidos, cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en juicio y estén debidamente probados, o condenar al pago de sumas mayores que las demandadas por el mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a las que corresponden al trabajador, de conformidad con la ley, y siempre que no hayan sido pagados.

Dicha facultad, de conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en la sentencia C-662 de 1998, fue otorgada por el legislador a los jueces de única y primera instancia laboral, lo que impide que los falladores de segundo grado emitan sentencias condenatorias con base en las facultades extra y ultra petita, entre otras cosas porque de hacerse así, se vulneraría el legítimo derecho de defensa de la parte demandada, quien no tendría la posibilidad de controvertir esa decisión por medio del uso del recurso de apelación.

EL CASO CONCRETO

Resolución del Recurso de Apelación Interpuesto en Contra del Auto que negó el decreto de una prueba documental.

Establece el artículo 60 del CPT y de la SS que “El juez, al proferir su decisión, analizará todas las pruebas allegadas en tiempo.” (Negrillas por fuera de texto)

En ese sentido, al analizar cada una de las etapas procesales en las que las partes tenían la posibilidad de allegar y solicitar las pruebas con las cuales pretendían justificar sus posturas, esto es, con la presentación de la demanda y su contestación, la reforma de la demanda y su respuesta; encuentra esta Sala de Decisión que, la parte interesada en la prueba –Certificación de la graduación y calificación de créditos de la liquidada Promasivo S.A.- no la allegó en las fases procesales en las que podía hacerlo, pues nótese que el referido documento –fls.340 a 374- fue emitido por la Superintendencia de Sociedades el 23 de junio de 2016, habiéndose presentado la demanda el 10 de febrero de 2017 –fl.43-; por lo que tuvo más de seis meses para obtenerla y adjuntarla, bien con la demanda o su reforma, y en caso de que se hubiere negado la misma ante el silencio de la entidad, solicitar al juez que dando alcance a la petición elevada tendiente a obtener la prueba, que se asimila a un derecho de petición, ordenara su emisión y remisión con destino al proceso; situaciones que no acontecieron, a pesar de que en el hecho 40 de la demanda –fls.2 a 12- la parte actora afirma haberse presentado el 20 de enero de 2016 ante esa entidad, solicitando el reconocimiento de los créditos a su favor dentro de ese trámite concursal, es decir, que estuvo al tanto del avance de ese proceso, siendo uno de ellos el acto por medio del cual se graduaron y calificaron los créditos de Promasivo S.A.; por lo que no se puede aceptar que habiendo podido obtener la prueba dentro de los tiempos procesales dispuestos para ello, pretenda incorporarla en instantes previos a la adopción de la decisión.
Tampoco es el caso decretarla como prueba de oficio, por cuanto no corresponde al juez convertirse en un auxiliar de las partes para el cubrimiento de las cargas que a ellas incumbe, pues ello desequilibraría la igualdad de las partes involucradas en el conflicto.
Respecto al tema, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencias CSJ SL-9997-2014 y SL3717 de 2016 radicación Nº 48339, entre otras, ha reiterado que la facultad prevista en el artículo 54 del CPT y de la SS no fue otorgada por el legislador para que el juez sustituya a las partes frente a sus deberes procesales, de conformidad con la distribución de la carga de la prueba para acreditar los hechos en los que sustenta sus pretensiones en el caso de la parte accionante, y los medios de defensa por la parte demandada, limitándose esa facultad en sede de apelaciones de conformidad con las reglas establecidas en el artículo 83 ibídem; lo cual sostuvo en los siguientes términos: 

“Así las cosas, olvidó el tribunal que las pruebas de oficio no suplen la iniciativa probatoria de las partes, por ende, que al juez no le está permitido desplazar las cargas procesales que a éstas compete. Por ese camino, que la iniciativa judicial en materia de pruebas está limitada a aquellas que se consideren ‘útiles para la verificación de los hechos relacionados con las alegaciones de las partes’ (artículo 178 del CPC), o a las que tiendan a ‘evitar nulidades o providencias inhibitorias’ (artículo 37-4 ibídem), las cuales, para efectos de la segunda instancia en los procesos del trabajo, se contraen a las que se consideran ‘necesarias para resolver la apelación o la consulta’ (artículo 83 CPT y S.S.), no apareciendo fundamento alguno que permita predicar utilidad o necesidad de la prueba, cuando quiera que ni se contestó la demanda inicial, ni se sustentó la apelación interpuesta contra el fallo de primera instancia por quien aportó unos medios de prueba fuera del término y en contra del procedimiento establecido para tal propósito, desconociendo de paso que los fallos judiciales deben siempre fundarse ‘en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso’ (artículo 174 ibídem).”.

Por las razones expuestas se confirmará el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito dentro de la audiencia de trámite y juzgamiento celebrada el 9 de mayo de 2019, por medio del cual negó el decreto de las pruebas allegadas extemporáneamente por el apoderado judicial de la parte actora el 7 de marzo de 2019 y que obran a folios 340 a 374 del expediente.
Costas a cargo de la parte actora en un 100%

Solución del recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia.

Al iniciar la presente acción ordinaria laboral de primera instancia, el señor Ricardo Antonio Flórez Cano dirige sus pretensiones directamente contra Megabus S.A., a quien señala como su legítimo empleador, solicitando que se le condene a reconocer y pagar las acreencias laborales surgidas como consecuencia de los servicios por él prestados en el sistema de servicio integrado de transporte como operador de bus alimentador.

Como se ve en el contrato de concesión Nº 01 de 2004 –cd folio 75 vto- la titular del sistema integrado de transporte masivo, esto es, Megabus S.A., a través de ese acto jurídico le entrega a la sociedad Promasivo S.A. en calidad de concesionaria, la explotación del servicio público de transporte terrestre urbano masivo de pasajeros dentro del sistema integrado de transporte masivo del Área Metropolitana del Centro Occidente – Operación Troncal y Alimentadora del Sistema a partir de la Cuenca CUBA.

Conforme con lo expuesto, existe un indicio de que los servicios prestados por el señor Ricardo Antonio Flórez Cano a favor del sistema integrado de transporte masivo, no lo fueron a través de la titular del mismo, pues esa operación se la entregó a la sociedad Promasivo S.A. cuando suscribieron el referenciado contrato de concesión 01 de 2004; correspondiéndole en consecuencia al demandante demostrar que los servicios por él prestados como operador de bus alimentador, los hizo directamente con la sociedad Megabus S.A.

No obstante, al revisar cada uno de los hechos de la demanda –fls.2 a 12-, en conjunto con la reclamación administrativa que elevó el accionante ante Megabus S.A. –fls.34 a 37- y la fotocopia visible a folio 42, lo que se percibe con certeza es que los aparentes servicios que alega haber prestado el señor Flórez Cano a favor del sistema integrado de transporte masivo, no lo fueron a través de un vínculo contractual con la aquí demandada Megabus S.A., sino que según las propias expresiones del actor, sus actividades como operador de bus alimentador las realizó en virtud de un contrato de trabajo pactado con un tercero que no se encuentra vinculado al presente ordinario laboral de primera instancia, al punto que en la referenciada reclamación administrativa que dirigió en contra de Megabus S.A. le solicita que le cancele las acreencias laborales que su empleador Promasivo S.A. le adeuda, en virtud a su calidad de solidaria responsable en los términos del artículo 34 del CST.
Bajo esos parámetros, al haber confesado el señor Ricardo Antonio Flórez Cano a través de todos esos actos que realmente Megabus S.A. no tenía la calidad de verdadero empleador, sino que realmente consideraba que su responsabilidad es a título de beneficiaria de la obra o labor ejecutada por él, necesario resultaba negar las pretensiones de la demanda, como en efecto lo hizo el Juzgado Primero Laboral del Circuito.
Tampoco resulta procedente entrar a analizar una posible condena en contra de Megabus S.A. como posible beneficiaria de los supuestos servicios prestados por el actor a favor de la concesionaria Promasivo S.A. bajo el amparo del artículo 34 del CST, ya que para ello aconteciera, necesario era que el accionante dirigiera adecuadamente sus pretensiones, esto es, solicitando la responsabilidad solidaria de Megabus S.A. en los términos previstos en la Ley, sin embargo, como ello no ocurrió así, no es factible abordar esa temática, ni siquiera bajo las facultades extra y ultra petita conferidas en el artículo 50 del CPT y de la SS, ya que como se consignó previamente, esa prerrogativa no le fue otorgada por el legislador a los jueces de segunda instancia, quedando vedado dicho estudio en esta sede al no haberse emitido en primera instancia condenas en contra de Megabus S.A. haciendo uso de esas facultades.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia objeto de estudio.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas de la instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN







        Impedida
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